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PRbLOGO  

E1 ofrecimiento que  tetiemos hecho á nues
-trns suscritores de  publicar  inmediatamente 

todas las obras legislativas que el  Gobierno  de 
S. M. haga promulgar, no sό lο para que  rijaii 
en la PenInsula, sino para nuestras provincias 
hermanas de Ultramar, es la causa que obliga 
Iioy έ  esta  BiBLIOTECA, retirando otros traba

-jos ya preparados para ver 1a luz, á publicar 
el presente libro. 

Contiene esta obra la ley que ea adelante 
ha de constituir el Derecho penal vigente en 
nuestras posesiones de Oceanía, y que pone t6r-
iiiino έ  la confusion que hasta el presente  ha 
existido  aill en esta importante materia, que 
airnque atenuada por el acierto con que gene-
ralmente se han dictado los fallos por los  dig-
ilIsimos funcionarios que han ejercido las atri

-buciones judiciales en aquellos países,  no se 
podia concebir existiese por  ms  tiempo. 
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Encargados de dirigir 1a publicacion del 
presente trabajo, y no coutando con fuerzas 
iii iftulos suficientes  para  acometer tamañm 

 empresa, no hemos, vacilado  sin embargo,  mi  
momento en sacrificar nuestrn amor propio, 
que tal vez hubiese deseado el dar á este libro 
algo  de originalidad, al afan de presentar una 
obra  i'itil y de autoridad bastante que  pueda  
servir de segura  guIa á todas las personas que 
necesiten  consiiltarlo. Α este fin hemos prefe-
rido  á toda otra clase de comentario, el repro-
ducir íntegramente la notable exposition de 
motivos de la Comision codificadora, en la 
cual, además de explicar  mimiciosamente  to-
das las variaciones que en el Cddígo de 1a Pe-
ninsula ha creido conveniente introducir  pai'a 
su  aplícacion en Filipinas, se interpretan  au-
tnticamente muchas de sus disposiciones. Di-
cha exposition, que es obra de persoiias emi-
iientfsimas, hace una  historia del antiguo De-
recho penal y del estado social del Archipié-
lagο, que da un interés  grandisirno á su es-
tudio. 

Introducido por primera vez en las Islas Fi-
lipinas el  derecho  de  recurrir  en casaciora al 
Tribunal Supremo, nada nos ha parecido  ms 

 oportuno  que  poner como comentario ί  cou -
chos artIculos la doctrina que este alto Cuerpo 
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ha sentado en los  inuchos  casos sujetos  í SR 
decision, y que ademes de constituir una fuen-
te  de dereclio ha de servir de regla segura á 
los Abogados, cuando sean consultados  para 

 Ia interposicion de recursos contra las seaten -
eías de Filipinas. 

Tal es el libi'o que  ofrecemos  á nuestros 
aboiiados y al público en general; seguramente 
que en él se eucοαtrαιáη imp erfecciones  impu-
tables  á nuestras escasas fuerzas, y al apremio 
de tiempo  con que l ο hacemns, pero de todos 
modos creemos hacer una obra útil, que, ade

-nιás de llenar el principal fin que se ha pro-
puesto desde su fiindacion 1a ΒιBLτοτgc Α. JσD τ-
cι , presta indudablemente un gran servicio 
al público en general, y especialmente á nues-
tros compañeros de allende lοs mares. 

Juijo BRAVO. 

Madrid, Enero, 1887. 



meal ό rde η disponiendo se ileve á debido efecto el Real de-
creto, mancando rija en las Islas Filipinas el C ό d ί gο pe-
nal vigente en la Peninsula, con las mοdificacione^ 
ιΡα trodac ιΡ das por  Ia Cntiiision cod ιΡ ficadora. 

Excmo . Sr.: Vista la carta oficial dirigida por ese 
Gobierno general á este Mimster ίυ en 8 de Febrero 
de 1885 y los informes de las Autoridades superio-
res que acompaι ό , exponiendo los inconvenientes 
que  on su sentir ofreeia el planteamiento por ahora 

 del Código penal que se mandó aplicar  á esas Islas 
por Real decreto de 4 de Setiembre de 1884; 

Visto el d ίctámen emitido sobre esta consulta  por 
 la Comision codificadora de Ultramar, 1a  cual,  repro-

ducíendo y ampliando los razonamientos ya consig-
nados en la exposicion de motivos de su proyecto, 
hace presente, entre otras cosas: primero, que cuan-
do se publico en la Peninsula el Código de 1848, fue

-ron en gran número los Letrados y personas  compe-
tentes que  juzgaron imposible la ejecucion y subsis-
tencia de aquella obra monumental por 1a carencia 
de establecimientos penales adecuados y en armonía, 
con el cuadro de penas que en él se prescribian, y sin 
embargo, esto no f ué obstáculo  para que se planteara 
y haya seguido rigiendo hasta hoy con gran ventaj a 
para la administracion de  justicia: segundo, que pa-
ra  la modificacíon de muchas de las disposiciones de 
dicho Códίgo se han tenido muy presentes las dife-
rentes condiciones de las distintas razas que pueblan 
aq uel Arch ίpiélago, y como resultado de todas las ra- 



10 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 

zones filosóficas y j urídicas  que estas diferencias su
-gieren, se prescribe en el art. 11 que los Jueces y 

Tribunales tengan en cuenta la  circunstancia  de ser 
e1 reo indígena,  mestizo ó chino para atenuar ó agra

-var las penas, segun el  grado  de inteneion  respecti-
va,  la naturaleza del hecho y las condiciones de 1a 
persona ofendida: tercero, que  por  las  disposiciones 

 de este Código τnοdificado no se establecen los dere-
chos individuales, sino que se suponen preexisten-
tes, porque tanto las leyes de Indias como sus suple-
torias las recopiladas de la Peninsula,  los  Reales αu-
οs acordados de la Audiencia de Manila y otras dis

->>osiciοnes vigentes garantizan á los habitantes de 
aquellas Islas la seguridad  personal, 1a inviolabilidad 
del domicilio y el  secreto  de la correspondencia, con 
las limitaciones necesarias  para  conservar ;fuertes y 
robustos á tan  larga  dista'icia el principio de Αυtο -
ridad y los intereses nacionales: que los mismos  de-
reclios de reunion, asoeiacion y emision del pensa

-miento por  niedio de la imprenta se han µract ίcad ι̂  
y practican en  aquel  pais,  con sujecion á disposicio-
nes ms ó Inénns restrictivas, y que la Comision en 
este punto, ateniéndose á lo existente, ha procedido 
con tal cautela y escrupulosidad que al definir las 
publicaciones clandestinas, no dice como en la ley 
de la Peninsula, las que no lleven pié de imprenta, 
sino todas aquellas que  no estén debidamente auto-
rizadas, así como se declaran ilícitas, entre otras, to-
das  las reuniones que se celebren con infraccion dc 
las disposiciones de Policía de carácter general ó 
permanente:  cuarto, que al organizar y clasificar es-
te Código la nueva penalidad que han de aplicar los 
Tribunales de Filipinas, no se excluye y suprime las 
facultades extraordinarias y excepcionales que  corn -  
petan ó puedan competir al Gobierno general parII 
conservar el órden y sosiego de la tierra, sobre  cuya  
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conveniencia nada tiene que observar la Comisinn 
y ménοs las demás que  corresporidaii. á las  Autori-
dades gubernativas, en cuyo ejercicio se les mantie-
ne por el art. 610; 

Considerando que si 1a carencia de establecimien-
tos penales  on la Peninsula DO fué obstáculo para 
que  se plantease en ella el Código penal de 184, 
esta misma falta en Filipinas DO debe ser motivo 
para que se prive á aquellas Islas de las ventaj^ιs 
de dicho Código, que es considerado como un  mo-
numento respetable de la ciencia penal, y cuyos be-
neficios ban sido reclamados por autoridades y per-
sofas competentes como necesario  para  el estado  so-
cial de aquel  pals,  debiendo ser por el contrario la 
apheacion de la nueva penalidad  un  estímulo cons-
tante  para  el mejoramiento de las cárceles y presi-
dios y para la coristruccion de nuevos establecimien-
tos adecuados y propios de  un  huen sistema .pen--
tenciario á la altura de los progresos de la época; 

Considerando que todas las nbservaciones que se 
hagan y puedan hacerse respecto á los organismos 
existentes en Filipinas, su estado  social y las dife-
rentes razas que las pueblan, tienen su  solucion  bien.  
meditada en el libro 1.0 del Códign, y principalmen-
te en el art. 11 citado por  la Comisíon, cuya prea-
ιripcion es tndo 10 más que puede admitirse jurídi-
camente on la materia, si ha de quedar á salvo el 
principio de 1a igualdad de todos ante la ley; 

Considerando que la doctrina sustentada por la 
Comision codificadora sobre los derechos inherentes 
á la personalidad humana es fundamental y de  ri-
guroso derecho  on 1a legislacíon de toda  nacion εi--
vihzada y conforme  con el espíritu, tendencia y tex-
tos de la nuestra ultramarina llevada á todos los 
países en que ha ondeado la bandera de Εsραñα; sin 
cuya base no cabe aspirar á los fines de la sociedad 
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humana, ni obtener la paz del hogar y 1a tranqui li
-dad de los espíritus,  ni  ménos  conservar  1i confian-

za y respeto que ha inspirado siempre el Gobierno 
de la Metrópoli en todos los países puestos bajo su 
amparo y administracion; que la Comision, aunque 
inspirada en este perfecto sentido j υrídico, no ha 
introducido  en el Código altecacion alguna en el 
ej ercicio y desenvolvimiento de estos derechos, ate 
n ί éndose á las leyes especíales y disposiciones vi-
geutes que los regulan en el grado conveniente, y 
li ιώ tándοse á marcar las penas que corresponden á 
los actos criminosos ó que contravengan á  esas  dis

-posiciones hoy existentes; 
Considerando que el seffalar penas para los actos 

ilegales de las Autoridades y funcionarios  piiblicos 
conduce al conj unto  armónico encaminado á reali-
zar el ideal de la justicia en todas las esferas, y esto 
no daña al principio de autoridad; pues si bien en 
su  aplicacion puede ceder y cede en desprestigio de 
determinadas personalidades, deja á salvo el εοn-
cepto de rectitud y j usticía con que debe siempre 
aparecer revestido nuestro sistema de gobernacion 
en  todos  los  países que constituyen la Monarquía 
española; 

Considerando que aplicado ya el Código penal en 
Filipinas para los funcionarios públicos y siendo la 
base de la Jurisprudencia criminal hoy vigente en 
esas Islas, no puede ménοs de considerarse el tiempo 
trascurrido como preparaciun bastaute para que 1a 
aplicacion total de  dicho Código, sábiamente modi 
cado, no cause sorpresa, ni  constituya una  gran  no-
vedad,  ώ  produzca la menor perturbacion, 

S. M. el Rey (q. D. g.), y en su nombre la Reina 
Regente del reino, se ha servido disponer se hove  i 
efecto el Real decreto de 4 de Setiembre de 1884, 
p ιιblicándοse inmediatamente en 1a GαcetR de Ma- 
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paila el Códigο penal y la by de Enjuiciamiento  cri
-miiial que con dicho decreto se remitieron, debiendo 

regir  ainbas [eyes á los cuatro meses de su publica
-cion en todo el territorio de las Islas Filipinas, con 

excepcion de las  Mariartas y Batanes, en las cuales 
regirá á los seis meses. 

De Real órden lo digo á V. E.  para su conoci-
miento y demás efectos. Dios guarde á V. E. mu-
chos afros  afios. Madrid 17 de Diciembre de 1886.--
Balaguer.— Sr.  Gobernador  general de las Islas } i

-lipinas. 

Real decreto mandado obser"ar por la anterior Rea( δ rden. 

En virtud de la autorizacioiv que concede á mi 
Gobierno el art. 89 de la Constitution de la Monar-
qula, á  propuesta  del Ministerio de Ultramar, y de 
acuerdo con el  Consejo  de Ministros, 

Veυgo eu decretar lo siguiente: 
Artículo 1.0 El Código penal vigente en la Penixi. 

sula y reformado por la Comision de Codification 
de las provincias de Ultramar, se publicará en las 
Islas Filipinas y regírά  en ellas desde la fecha  que 

 se designe al intento. 
Art. 2.° De igual manera y έ  la vez que dicho 

Código se publicará y regirá la ley provisional de 
Enjuiciamiento criminal que acompafîa al mismo. 

Art. 3.° El Gobierno dará cuenta á las C6rtes 
del presente decreto. 

Dado en Gijon á cuatro de Setiembre de mu ocho
-cientos ochenta y cuatro. —ALFoκso.—El Min . tro 

de Ultraniar, Manf'el Apuirre de  Tejada.  
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EXPOSICION 

DE LA 

ΟΜ iSI Ο N CODIFICADORA DE LAS  PROVINCIAS  DE ULTRAMAR. 

Ira Comisíon  codificadora  de las  provincias  de 
Ultramar tiene la  honra  de  poner  en manos de 
V. E. el adjunto proyecto de Códign penal para las 
Islas Filipinas, con el de  una  by provisional  adjeti-
va destinada á la aplicaciran de sus  disposiciones. 

 Ha llegado, pues, 1a ocasion de manifestar, en cum-
plimiento de su deber, las bases fundamentales so 
bre quo descansa el proyecto y los razonamientos 
que motivan las reformas más importantEs quo eon-
tiene. 

Hoy, como en 1879, con niotivo dël proyecto del 
Códί go penal  destinado  á las islas de Cuba y Puer-
to-Rico, la Comision no puede ní debe prescindir  de 
fijar con claridad y precision la naturaleza y 11 mites 
de su encargo. No estaba  liamada á  reformar  el Có-
digo penal vigente en la Peninsula, bajo  cl  punto de 
vista de los principios do la ciencia y de los datos y 
enseι anza qui ha  suministrado su aplicacion por 
los  Tribunalos peninsulares desde el ατiο de 1870. 

'La tarea quedaba reducida á las reformas  nece 
sa rias en nuestro Código  penal ρara su plantea

-miento en las Islas Filipinas  como derivada del pro-
cepto constitucional, que sólo faculta  al Gobierno 
para  a µlίcar á nuestras provincias ultramarinas, con 
las  moclificaciones convenientes, las leyes promul-
gadas ó que se  promulguen  en la Peninsula, limita- 
cion que sí  por una  pai'te oponia una valla a1  mejo-
ramiento  de las bases cardinales de 1a legislacion, 
ofrecia  por otra  las  ventajas consiguientes  ά  la asi- 
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milacion,  obra iniciada hace muchos años, y  por 
 nirigun Gobierno interrumpida. 

Limitadas las atribuciones de 1a Comision, y sin 
la natural  discrepancia  que pudiera dibujarse res 
pecto de materias tan trascendentales como la abo-
licion de la pena de muerte y de las perpétuas, la 
reduccion de las escalas de la penalidad, los diver-
sos sistemas penitenciarios,  los preceptos  relacioiia-
dos con la imprenta, la importante cuestion religio-
sa enlazada con la materia penal y otras muchas de 
verdadera trascendencia que ofrecen ancho campo 
de discusion of el terreno de la Filosofía, del Dere-
cho politico y de las creencias, ha sido posible re-
dactar el proyecto con perfecta unidad en todos los 
acuerdos sobre la base del derecho constituido ó de 
las  byes  vigentes. 

Al acorneter la reforma surgieron,  rio  obstante, 
dificultades, por ιηά s que muchas de ellas parecian 
de aiatemano vencidas con 1a aplicacion en las Islas 
Filipinas de la by de Partida, de la Novísima  Reco

-pilacion, de la Real cédula de 1855, del Código 
penal de 1850 en los delitos cometidos por  los  em-
pleados públicos y de la doctrina admitida en todo 
lο que éste se refiere ά  la definicion de los hechos 
que constituyen delito y apreciacion de circunstan-
cias. El atraso de nuestros antiguos Códigos, la falta 
do una buena clasificacion de delitos, el rigor y des  
proporcion de penas que  por  lο mismo cayeron en 
desuso, la diversidad que respecto de los actos  pu

-nibles se descubre en los Cδdigos de 18 0 y 1870, y 
la deficiencia  que las vigentes leyes  no podian  evi-
tar respecto de las circunstancias especiales de ter-
ritorio, de costumbres, razas, organizacioo politica 
y de otras que al legislador  rio  deben pasar  mad

-vertidas  en su alta y delicada mision, opusieron 
οbstά culοs que  por fortuna se han desvanecido des- 
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pues de oir, sobre  puntos especiales,  Ia ilustrada 
opinion de la Audiencia de Manila, de formar con-
cepto  de la jurisprudencia que allí observan dos 
Tribunales y exacto juicio de las leyes y reglame n- -
tos relacionados  con la materia penal. 

La multitud de razas que pueblan los vastos ter-
ritoríos de las Islas Filipinas, con sus costumbri's 
diversas y su distinto aspecto social, no se opone 
la aplicacion dPl Código peninsular. Si la igualdad 
ante 1a ley reclama,  sin diferencia alguna,  la misma. 
apreciacion del delito y  una igual imposicion de Ia  
pena, y sí así se estimó con aplauso en el Código dc 
las Antillas, sin que la Comision formulara por rt--
gla general otras variantes que las que exigian las 
relaciones de familia, tratándose de los esclavos y 
de los libertos, claro está que la Comision no podia 
admitir diferencias fundadas en las razas de color y 
libres, sino en cuanto fueran conducentes á  una  
igualdad absoluta  para los efectns de la ley. 

Imposible de todo punto es, con  arreglo  á los 
principios  de justicia y con sujecion á las  necesa-
rias garantías sociales, fijar de una manera taxativa 
los preceptos de la penalidad, teniendo en cuenta el 
diverso grado de civilizacion y cnitura de las razas, 
su education moral y religiosa y las condiciones 
para soportar en toda su fuerza el peso de  una res-
ponsabilidad  criminal perfectamente definida. Prec-
cindiendo del mestizo y del chino, que  con  frecuen-
cia descubren en edad temprana condiciones supe-
riores  á los indios, preciso es reconocer que éstos, 
en muchos casos, no tienen notion perfecta de la 
gravedad de ciertos actos punibles, y que, por  coii

-siguiente, carecen del libre impulso de la voluntad 
en la comision de los delitos, requisito indispensa 
hie para la aplicacíon de la pena; pero  no es ménοs 
cierto que la falta de education, la inferioridad de 
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juicio y otras consideraciones de indole igual,  no 
pueden aceptarse en absoluto como regla segura é 
invariable, porque los indios próximos á la  puber-
tad ofrecen casi siempre un desarrollo intelectual 
superior entonces á los  blancos,  y porque, en últί τno 
término, se estableceria, con una ley de razas, un 
sistema de gravedad altamente peligroso en flues

-tras provincias del Archipiélago  filiprno. 
No es posible la agravacion fundada eu la due-

rencia de color, porque se castiga en el criminal el 
delito y no la condicion de inferioridad que le dió la 
naturaleza. La justicia y la necesidad de dignificar 
las razas protestan contra ella, con tanto más moti -
νο, cuanto que desde la conquista, los indios y los 
mestizos se han mostrado dócί les y sumisos έι la 
madre patria,  coutribuyendo de  una manera pode-
rosa  á la organization y á la tranquilidad del pais 
con ejercicios de funciones múltiples de cgr έιcter 
gubernativo, administrativo y judicial. Τamροcο es 
posible la atenuacion de la iena, porque además del 
desarrollo intelectual de los  individuos  de distinta 
raza y de la perfecta concieiicia que pueden revelar 
en la comision de actos punibles, de aceptarse como 
regla penal  inconcusa, surgiría  mi  privilegio odio-
so, una desigualdad insostenible y la impunidad en 
delitos de necesaria represíon. 

Peligroso seria admitir la agravacíon en  un  de-
lito cometido por el indígena contra  un  europeo, y 
graves dificultades ofrecería  determiiiar casuística

-mente la generation del arrebato ú obceca.cion en el 
agente indio al delinquir por órden ó instigation del 
europeo, admitiendo hasta ese punto la  superiori-
dad  de la raza blanca. La Comisíon codificadora, 
de acuerdo con el criterio sustentado en este  punto  
por la Audiencia de Manila, ha rechazado tales cir-
cunstancias como base de un criterio fijo ó de pre- 

a 
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ceptos determinados, firmemente convencida de que 
sobre ser peligrosas,  resultarian depresivos para 
una clase que, como la indígena, influye directamen-
te en los destinos sociales y politicos del pais y que 
con la igualdad de tendencia manifiesta en las Islas 
Filipinas, es accesible á todas las carreras y á las Ca-
tegorías superiores. Jueces de raza india adminis-
tran justicia; Abogados de la misma raza  defleiiden 
las  personas é intereses de aquella sociedad, y 
Sacerdotes indios ejercen su sagrado ministerio,  sin 
que se  rebajen  los vinculos sociales y pierdan los 
esρa1ιοΙes el respeto y consideracion que merecen. 

Los Goberirndorcillos ejercen en sus jurisdicci o-
nes respectivas las funciones de Alcalde y de los 
Jueces de  paz, dirimen las cuestioυ es que se susci-
tan sobre los límites de las tierras, sobre la propie-
dad de las palmeras y llevan á debido cumplimiento 
las reglas de policla. Instruyen los procesos crimina-
les, juzgan litigios civiles hasta la cantidad de 2 tae 
les de oro, que equivalen á, unos 880 rs. vri., y de 
acuerdo con los Curas,  iniciari á los indios en los 
preceptos de nuestra religion. Los cabeza de Baran-
qay recaudan  los  ti'ibutos mediante fianza y son los 
Procuradores nntos de las familias ó cabecerías. Los 
Bantays y los alguaciles mayores custodian las cár-
celes, persiguen  á los malhechores y velan por 1a se-
gurídad pública. Los oficiales de justicia, en fin, v 
los testigos, los Tenientes mayores y los Jueces de 
sementeras, de pοlicia y ganados, son auxiliares de 
la Administrácion pública y contribuyen de  una  
manera eficaz á la organizacion y bienestar que se 
disfruta en Filipinas. 

La Comision no ha vacilado  un  momento en re-
dactar el  proyecto inspirándose en el principio de la 
igualdad ante la ley, reconociendo, sin embargo, la 
conveniencia de que los  Tribunales  de Filipinas si- 
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gan con acierto la práctica que sin interruption ob-
servan, aplicando una penalidad menor á la sefiala

-da para los delitos en el Código, teniendo en cuenta, 
cuando los fueros de la razon y de la justicia lo re-
ciamen, las condiciones de la raza indígena ó de sus 
individuos  eu  todos aquellos casos  en que del cum-
plimiento estricto del precepto  penal resulte una 
agravacion que dista mucho de Ia  mente del legis-
lador. 

Recuérdese que en el Código  penal dado á la Ιη -
dia por Inglaterra  no se estableces diferencias basa

-das en la inferioridad de  las  razas;  que éstas sólo han 
existido en las colonias francesas de la época de 
Luis XIV; que en la Martinica y Guadalupe se ha 
suprimido esa desigualdad, condenada tambien en 
otros países, y que, en fin, las antiguas  byes españo-
las, sábias y justas,  han  dispensado siempre á los 
indios una tutela benéfica y protectora para trasfor-
mar dulcemente los  orgariismos ηυtóctnnos en ver

-daderοs  elementos  de asimilacion. De todos modos 
cuadraria  mal  al legislador la postergacion de un 
precepto vago, pern de garantías segnras, á  un  Ca-
suismo deficiente, incompatible con 1a justicia y  oca

-sioriado á  un  sistema de diferencias que  embaraza
-nan la marcha de los  Tribunales limitando su esfe-

ra de action. Hé aquí por qué el art. 11 del proyec-
ta , en un capítulo aparte y como disposition comun, 
establece que la circunstancia de ser el reo  indige-
na,  mestizo δ chino 1a tendrán en cuenta los Jueces 
y Tribunales para atenuar ó agravar las penas, so-
gun el grado de instruction  respectivo,  la naturale-
za del hecho y las condiciones de la persona ofendi-
da, quedando al prudente  arbitrio  de aquéllas. 

Por lo que á las penas se refiere, cabe manifestar 
que la Cornision codificadora ha sacrificado sus as-
l )irationes encaminadas á reducirlas y simplificar- 
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las, porque de  otro  modo hubiera sido preciso alte-
rar  las bases, el método y 1a redaccion del C δdiga 
penal de 1870, imposibilitando en gran parte la uni-
formídad de la legislacion penal. El art. 25 del pro 
yecto mantiene en toda su integridad la escala ge-
neral de las penas clasificadas en el cap. 2.0, tit. 3 •° 
del  libro  1.0 del Cδdigo peninsular, excepcion hecha 
de la sujeeion á la vigilancia de la Autoridad que fi-
gura entre las accesorias. Con la aplícacion del ar-
tículo 25 desaparecerá la escasa proportion y la 
insignificantediferencia con que en Filipinas se cas-
tígan los delitos graves y ménos graves  por  no ex-
ceder de diez años la duration de las penas tempo-
rales, dando esto lugar  á que los delitos que en la 
Peninsula se castigan con penas de doce á veinte 
años se repriman en dichas islas  con las de seis á 
diez, y que los delitos que aquí se castigan con  ar-
resto  mayor se repriman allí con pena más grave, 
puesto que en la generalidad de los casos  no se im-
pone la prision simple, sino la prision con trabajos 
públicos. Manteniendo el texto con la clasificacion 
que preceptúa, presckidese al propio tiempo  de la 
existencia de diversas razas para pagar justo tribut 
to á los principios consignados, dejando, como  no 
puede ménοs de ser, á los reglamentos que se dicteii  
para el régimen de los establecimientos penitencia-
rios, la separation de los penados, la clase de traba-
jos á que se les destine, segun las circunstancias es-
peciales del individuo ó de la raza y demás condi-
cíones dignas de tenerse en cuenta para el efecto 
moral y material de la condena. 

Los establecimientos penales que existen en las 
Islas Filipinas se reducen á las cárceles de las Casas 
Peales ó Tribunales de los pueblos, á las de las ca-
µitales de provincia y á los  presidios  de Manila, Οα- 
vite, Zamboanga é Islas Marianas. 
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En las Casas Reales ó  Tribunales  de los pueblos 
sufren la detencion los reos de procedimientos cri

-minales, interin el Pedáneo ó Juez local instruye las 
primeras  diligencias,  y eu las mismas se cumplen 
las penas de prision que enjuicios verbales imponen 
los Gobernadorcíllos. En estas cárceles, ó en la Casa 
de Ayuntamiento de Manila ó en la casa del penado 
se cumplen las penas de  arresto menor.  En las de 
provincia se extίnguen las de prision, ya sea sim-
ple, ya con trabajos públicos, y en ellas podrán 
εumρΙirse las de arresto mayor y prision correceio-
iial. Verdad es que, atendiendo á la díferencia que 
existe entre la duracion de la pena de prision que en 
Filipinas se aplica, y que  no puede llegar á dos 
a ωs, y á la de prision correccional que se extiende 
hasta seis, aumentará el número de penados; pero 
Si á los reos que sufren la condena de prision  cor-
reccional  se les destinara á los presidios, se cambia

-na  la naturaleza de la  pena, agravándola con ma-
yores sufrimientos y privaciones que los que en si 
debe llevar la prision correccional. 

Afortunadamente, de algunos años á esta parte, 
con el desarrollo de las obras públicas, se han  cons-
truido  en algunas provincias cárceles con las condi-
ciones necesarias para que en ellas puedan cumplirse 
esta última pena y la de arresto mayor. 

Las razones expuestas respecto del cumplimiento 
de la pena de prision correccional ne pueden olvi-
darse, sin cometer graves iTijusticias y agravaciones 
quo pugnan con la natui'aleza diversa de la repre-
sion de los delitos, tratándose de los reos condena-
dos á reclusion, cadena temporal, perpétua, presidio 
mayor, correccional y prision mayor, ya que  no debe 
<iestín.árseles indistintamente á cualquiera de los 
presidios, porque es muy distinto recluir á un pe-
nado on un establecimiento sito en el pueblo de su 
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vecindad  ó destinarlo á otro muy distante de dentr ι ►  

ó fuera del Árchiµiélago. El mal que lleva consigo 
la pérdida de la libertad, por regla general se  agra-
va  con el alejamiento de los lugares en que de con-
tInuo se vive, y  consiguientemente  la distancia debe 
ser proporcionada, en lo posible, á la pena,  aurnen-
tando ó disminuyendo, segun la naturaleza y efectos 
de la misma. . 

La Comision, dados los establecimientos penales 
eχisteυtes en Filipinas, y el atraso en que alli como 
aquí se encuentra el régimen penitenciario, no ha 
podido establecer, con las diferencias que exigen  las  
penas y sus efectos, las  liiieas divisorias  pam su 
cumplimiento; pero se ha amoldado á ellas, en  cuan-
to cabe, dando la necesaria latitud á los Τribunales 
y teniendo en cuenta al propio tiempo que la ώ s-
tancia no puede apreciarse, por regla  general como 
circunstancia represiva, tratándose de  los  indígenas, 
y que las dificultades de las comunicaciones en 
aquellos extensos territorios y los dispendios  para 

 la traslacion de los  penados  son datos que deben 
apreciarse. 

Asimilando, pues, los preceptos del proyecto á los 
del Código peninsular, y aquilatando debidamente 
la naturaleza de las penas, sus consecuencias, las 
circunstancias especiales del  pais  y la organization 
de los establecimientos penales existentes, establece 
el art. 10  que las penas de cadena perpétua y tem-
ρorα l se cur plan en cualquiera de los estableci-
mientos penales de Cavite, Zamboaiiga é Islas Ma-
rianas; el 109, que la reclusion perpétua y la tempo-
ral se cumplan en establecimientos situados dentro, 
del territorio de las Islas Filipinas; el 110, que  Ia 
relegation perpétua y temporal se extingan en hi 
Peninsula ó en Filipiiias, en los puntos  destimidos 
para  elk  por el Gobierno; el 112, que las penas de 
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presidio mayor y correccional y de µrisiοιι mayor y 
correccional se Ileven á efecto en establecimientos 
destinados ό  que se  destinen  á este objeto en las 
Ιslas Filipinas; el 114, que los  sentenciados  á confi-
riamiento sean conducidos á un pueblo ό  distrito 
shuado desde 30 á 300 kilómetros del piinto el que 
so haya cometido el delito; el 116, que el arresto 
niayor se sufra  en la cárcel pública de la cabecera 
de partido, y el 117, que el arresto menor tenga lu-
gar  en la Casa Tribunal ú otras del público ό  en la 
del mismo penado. 

Se ha creído conveniente además, restablecer  pa-
ra las Islas Filipinas como pena accesoria 1a sujec ion 
á la vigila acυ de la Autoridad, detallando en el ar-
tIculo 43 del proyecto las obligaciones que  produce 
en el penado, sin más que reproducir textualmente 
las prescripciones del Códigο penal de 1&0. Si esta 
pena es, como acertadamente la llamaba el ilustre 
comentarista Sr. Pacheco,  un  derecho de tutela con-
cedido á las Autoridades sobre los que se hicieron 
reos de ciertos delitos; si, como se reconoce, es fácil 
de  cumplir  y tiene, á juicio de muchos criminalistas 
españoles, condiciones  que recomiendan su  adop-
cion y conservacion; si sobre los frutos  quo ha µrο-
dv icido en Francia, Prusia, Italia y Bélgica, no ha 
satisfecho del todo su eliminacion del Cό digο penal 
vigente en 1a PenInsula, fuerza es reconocer que se-
rá mucho más recomendable para plantearla en pro-
vincias que,  como  las de las Islas Filipinas,  necesi-
tan precaver con sólidas  garantias los males inmen-
sos que puedan ocasionar ciertos yerros ό  la perpe-
tracíon de delitos de íridole especial. 

El art. 103 del  proyecto ofrece  umi variante que 
no podia omitirse. E1 cadáver del ejecutado queda 
expuesto al público por un número determinado de 
horas, segun costumbre observada en F,spaïιa. La 
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Cornision no ha creido conveniente dejar al  arbitrio 
 de los Tribunales esta circunstancia, y ha fij ado 
 cuatro horas, teniendo presente  quo en los países 

tropicales es mucho más ráρída la descomposicion 
de los cadáveres. 

Para la gradacion de las penas pecuniarias se ha 
tenido presente la diferencia en el valor de la  mone-
da,  acept^íυ dοse el tanto y medio, excepto en aque-
has penas que se refieren á un tanto por 100 del 
dafio causado, porque stas guardan  en todas  par-
tes  uiia misma  pro porcion. La  equivalencia admitida 
en el  proyecto,  ó sea la del real fuerte por real de 
vellos, viene de cnnsuno reclamada por  lo que esta 
blece la Real cédula de 1855,  por  lo que subsistir 
en Ultramar respecto de los juicios verbales y de 
menor cuantía, por  las  byes  mercantiles,  por  la apli-
cacion del Códig ο de 1850 respecto de los funciona-
rios públicos, y poi' 1a regulacion, en fin, observada 
para 1a designacion de sueldos y funciones en las 
Islas Filipinas. 

Antes de terminar la exposition de motivos que 
justifican las variantes del libro 1. 0  del proyecto, la 
Comision se halla en el caso de ilamar la ilustrada 
atencion de V. E. sobre los efectos altamente per-
turbadores que 1a perpetration de cierta clase de do-
bibs  puede producir  en provincias tan apartadas de 
la madre patria. Siendo y todo  tan vivo como lo es 
en las Islas Filipinas el sentimiento de la nacionali-
dad española, todavía interesa por todo extremo  ro

-hustecorlo y  ampararlo  contra ciialquier conato quo 
tienda á debilitarle, y á fin de mantener  of su inte-
gridad absoluta el principio de autoridad y de obe-
diencia á las determinaciones del Gobierno  Supro-
mo; de suerte que todo lo que constituya  un  ataque 
at Poder legitimo debe ser considerado como un pe

-ligro, tanto  mayor  cuanto mayores puedan ser los 
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elementos de discordia y las dificultades para man-
tenerle con toda su fuerza y vigor. La distancia, la 
heterogénea poblacion esparcida eu las extensas is-
las del Archipiélago filipino, la relativamente exigua 
de peninsulares que en ellas residen y otras muchas 
circunstancias que fácilmente se alcanzan, recomien-
dan sólidas garantías para el órden público y  para  
revestir de eficacia y prestigio las providencias de 
las  Autoridades.  De aquí que la Comision  codifica-
dora haya establecido como circunstaricía agravante, 

 en el caso 19 del art. 10 del proyecto, la de cometer
-se el delito en el  Palacio  del Gobernador general δ 

en 1a presentía de éste ó donde  la  Autoridad  piibli-
ca se hallare ejerciendo sus funciones, y la de consi-
derar como encubridor la circunstancia de ser el de-
lincuente reo de atentado contra 1a vida del Gober-
nador general en el párrafo 2.0 del caso 3•ο del ar-
ticulo 15. 

Esto,  no obstante, la Comision no ha creido justa 
ní procedente la reagravacion de las penas que se 
refieren á los delitos  politicos  despees de haber exa-
minado las razones expuestas en pro y en contra 
por distinguidos criminalistas. Prescindiendo de las 
doctrinas tantas veces alegadas sobre el excesivo ri-
gor de la penalidad para esa clase de delitos y de 
que el legislador, en el Código peninsular de 1870, 
acudió ya á todo linaje de cautelas, la agravaciou 
sólo  pro duciria  una  ley de raza que  podria fomentar 
la animadversion y el ódio, incompatible con los 
progresos de la época, de peligrosos resultados y 
completamente iυύ tíl ó innecesaria para los penin-
sulares y los indígenas de las Islas Filipinas. 

La Comision, pues, se ha limitado, por lo que á 
esta materia se refiere, á elirninar  algunas penas por 
Ia imposibilidad de ejecutarse en aquellos territorios 
los delitos á que se contraen, tales como los que se 
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cometan en el Palacio de las Córtes y sus alrededo-
res, y los que se relacionan con los miembros del 
Gabinete constitώ dos en Consejo. 

Adviέ rtese desde luego en el proyecto la supre-
sion del art. 166 del Código de 1870, que pena con 
relegacion temporal á los Ministros responsables 
por las infracciones del precepto constitucional co-
metidas por el Rey. Se ha creido que el texto del 
mencionado artículo hubiera sido casi siempre letra 
muerta en muestras provincias  de Ultramar. No se 
conoce ningun  pais que ofrezca el ejemplo de qüe 
cus colonias ó provincias de Ultramar sean visita-
ι Ιαs por Ministro alguno, y sí bien  no hace muchos 
años se ha dado en España ese singularísimo caso, 
y, lo que es aventurado suponer, pudiera repetirse, 
las Córtes, por medio de una ley, ó el  Gobierno, por 
un decreto, podrán  en últίmο termino llenar el  va-
do.  Poi' razones ί dέntίcas no se establecen  of el 
proyecto penas para los reos de rebelion que se  al-
zasen  pιxblícameηte con el propósito de impedir la 
celebracion de las elecciones para Diputados ά  Cór-
tes ó Senadores en todo el reiiao, ó la reunion legíti-
ma de las mismas. 

La Comis ίon incurriria en lamentable deficiencia 
sí no hubiera considerado la inmeiisa gravedad que 
tienen ó podrian tenor en las Islas Filipinas los  ac-
tos encaminados ά  la destruccion de la integridad 
del territorio, motivo por el cual ha establecido la 
pena de cadera µerρ έ tua á muerte para los caudillos 
principales de  una  rebelion ó  para los que, indu

-ciendo y determinando á los rebeldes, la promuevan 
ó sostengan con ά ιúmo de proclamar la  independen-
cia  del territorio ó parte de έ l, sustrayέ ηdolo de 1a 
obedieiicia a1 Gobierno del Rey; y para los demás 
casos, la de reclusion temporal en su grado mά χímο 
á muerte. El art. 244 del Código vigente  en la Pe- 
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uinsula fija para esa clase de delitos en general 1a 
pena de reclusion temporal á muerte. La enormidad 
del delito que la Comision ha previsto exige la pena 
mayor. Los artículos 229 y 230 del proyecto respon-
den á esta necesidad. Con análogo fundamento el 
art. 231 del mismo castiga con la pena de cadena 
perpétua á muerte á las Autoridades civiles ó ecle-
siásticas que con tan punible ρropósítο ej ercieren 
on la rebelion  un  mando subalterno; variante insta-
da por la trascendencia de  un  delito que está por  
cima de  los que se enumeran en el Código vigente. 

Mucho y con gran empeño se ha discutido en el 
Parlamento antes de  ahora  sí el Código fundamen-
tal de 1876 se hizo ó no extensivo á nuestras pro-
vincias ultramarinas desde su publicacion oficial  en 
las columnas de la Gaceta de Madrid, y sí para sus 
efectos era requisito indispensable que viera la  luz  
pública  of las respectivas Gacetas de Manila, Haba-
na y San Juan de Puerto Rico. La Comísiou codmca

-dora,  tanto por  el encargo recibido, cuya honrosa 
confianza estima en mucho, como por la naturaleza 
especial de su  mision, se abstiene de entrar en cier-
to órden de consideraciones propias  de los Cuerpos 
Colegisladores, pero de todos modos, debidamente 
apreciando las circunstancias especiales de las Islas . 
Filipinas, ha creido que debia respetar el statu quo, 
reconociendo, sin embargo, que todo lο esencial que 
constituye el organismo de la sociedad, los poderes 
públicos de las diversas instituciones del Estado y 
otras bases fundamentales no necesitan ley especial 
alguna  para  considerarse en vigor, y que tan indis-
pensable es este criterio, que seria poco ménos que 
imposible imperaran muchas y necesarias disposi

-ciones con fuerza legal si, se exigiera como condi-
cion precisa una  prévia declaracion. De todos  mo-
dos existen en Filipinas autos acordados que dan δ 
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confirman garantías sobre la inviolabilidad del do-
micilio, el sagrado de la correspondencia y otros 
derechos respetables, motivo por el qúe se mantiene 
en el  proyecto  la sancion penal que el Código pe

-ninsular establece con la elirinacion, no obstante, 
de epi'grafes, palabras y preceptos que indirecta

-mente vendrian á reconocer el organismo  politico 
de la Peninsula aplicado en toda  su  integridad á las 
Islas Filipinas. Estas sencillísimas observaciones 
explican las causas que han movido á la Comision 
á conservar los diferentes  capitulos del título 2.° del 
libro 2. 0  del Códígο penal vigente en la Peninsula, 
que se compenetran con lo que tiene de esencial el 
Código  politico del Estado, limitándose á cambiar 
los epígrafes que se refieren á la Constitucion, á los 
derechos individuales y al libre ej ercicio de los  cultos  
por otros en  armonia  con el estado legal de las Islas 
Filipinas, suprimiendo al  propio tiempo en los  ar-
ticulos correspondientes del proyecto todo lo que se 
cnntrae á la suspension de las  garantias  constitucio-
nales  y á las manifestaciones. Otras variantes de 
poca impnrtancia revelan la supresion de párrafos 
referentes á derechos  polIticos, y á la sustitucion de 
frases ó adiciones de palabras que responden á la 
estructura especial del proyecto,  no necesitan el me-
nor razonamiento, porque su simple lectura ofrece 
completa justificacion. 

El art. 165 del proyecto apunta una  reforma de 
importancia en  armonia  con los preceptos de la 
Constitucion del Estado para castigar con la pena 
de relegacion temporal en su grado máximo á rele-
gacion perpétua á los  individuos  de la familia del 
Rey, Ministros, Autoridades y de ιnás funcionarios, 
as'  civiles  corno militares,  que cuando vacare la Co-
rona ó el Rey se imposibilitare de cualquier  modo  
para  el Gobierno del Estado,  no obedeciere al Con- 
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sejo de Ministros, mientras que éste, con arreglo  at 
Cód ίgo fundamental, gobierne provisionalmente  el 
Reino. Si el legislador en 1870 estableci δ  una pena 
para los individuos de la familia Real, Ministros,  
Autoridades y funcionarios que no obedecieren á la 
Regencia despues de haber ésta prestado  juramen-
to, prornulgada la Constitucion de 1876, que esta-
blece para cuando vacare 1a Corona el Gobiernn 
provisional del Reino por el Consejo de Ministros, 
es evidente que resulta necesaria y lógica la adicion 
que se propone. El caso 4 • ° del art. 171 del proyec-
to, que considera reo de delito contra la forma de 
gobierno establecida por la Constitucion á los que 
privan al Consejo de Ministros de la facultad de 
gobernar provisionalmente el Reino hasta que la 
Regencia preste el juramento obedece al mismo cri-
terio. 

Entre las numerosas variantes que el  proyecto  
ofrece, se dibujan los artículos que forman una  Sec-
cíon nueva, con el epígrafe: Delitos  en materia dc 
Religion y culto,» que bien merecen algunas obser-
vaciones que pongan de relieve el espíritu uniforme 
que ha presidido en este punto durante las asiduas 
tareas de la Comision, á pesar de las aspiraciones, 
ideales y diversas escuelas políticas que laten en su 
seno. Desde luego, ante las dificultades de una cues-
tíon tan grave, tan compleja y tan delicada, la 
Comision trató unánimemente de declinar su iυícia-
tíva, sometiéndose al critenio del Gobierno, proce-
díendo as' con la mayor rectitud; pero objeto una  
vez más de la honrosa confianza de V. E., ha veni-
do obligada á desenvolver en el proyecto de Código 
la materia penal que se relaciona con las creencias 
religiosas. 

La tolerancia consignada en la Constitucion del 
Estado podria  sen  en Filipinas  perturbadora  y oea- 
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sionada á grandes inconvenientes con el alarde de 
una declaration escrita, segun opinion autorizada 
de juriscorisultos conocedores de las circunstancias 
especiales del pals. Las manifestaciones externas dc+ 
otros cultos, como el juramento de los protestantes, 
el chinico, la Pascua, lis inhumaciones y otras fό r-
mulas rituales de carácter religioso de las  distintas  
razas, no son más, á juicio de las mismas, que actns 
sociales consentidos sin menoscabo del cultn eater- 
no. Apart έndose de este criterio, jurisconsultos  no 
ιnénos ilustrados y no ménοs conocedores del estado 
legal religioso de las Islas Filipinas creen que las 
manifestaciones externas de otrns cultos realizadas 
sin el menor obstáculo, el decreto de 1331 que  pres-
cribe que los Gobernadores tengan en cuenta y res

-peten los ritos y fórmalas de las razas cuando  no 
se opongan á la ley natural, y la ley de Extranjería 
de 1870, informan la tolerancia religiosa ó el ejerci-
cío tal vez de la libertad de cultos, en tanto que otras 
personas autorizadas y de notoriedad en este  punto  
afirman que en Filipinas existe la unidad religiosa 
para los españoles, la tolerancia  para los indios y 
para los extranjeros la completa libertad de cultos. 

Tan distintas y encontradas opiniones dan idea 
exacta de la lealtad  con que ha procedido la Comi-
sion y de las dificultades que ha vencido con fór-
mulas aceptables para todns los individuos que 1a 
componen.  

La verdad histórica es que á raíz de la revolution 
de Setiembre, y promulgado el Código fundamental 
de 1869, se gestionó mucho cerca de los Poderes 
pilblicos  para  establecer oficialmente en Filipinas 
la libertad de cultos, y que todos los Gobiernos, 
hasta los más avanzados, mantuvieron el statu quo 
que ha servido de norma y clave reguladora para la 
-redaction de los artículos que se refieren á los delí- 
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tos en materia de religion y culto. La construccion 
del templo, la intentona del libro y la ρύblica pro-
paganda de otras religiones sígnificarian quizá  in.  
novaciones peligrosas en  un  pals  cuya dominacien 
no se realizó  per la fuerza de las armas, y que debe 
en gran parte su  proverbial traηgυilíd ad y los lazos 
de union entre los peninsulares y las razas indígenas 
á la Religion católica, ι. las Ordenes religiosas y á 
las misiones existentes. 

Con los artículos  de la Seccion correspondiente á 
los «Delitos en materia de Religion y cultn» queda 
garantizada la conciencia humana; porque si bien, 
como en 1a Peninsula sólo son permitidas las  maui-
festaciones ρά blicas del Catolicismo, se proclama el 
respeto a las prácticas de otros cultos por  extranje-
ros ó espafioles en recintos autorizados ó que se  au-
toricen legítimamente, se toleran las ceremonias re-
ligiosas en los cementerios y se castigan las amena

-zas, violencias  iI  otros apremios ilegítimos  para  im-
pedir  el ejercicio de diversos cultos, estableciendo 
la supremacía para la religion del Estado. 

La Comision juzga ocioso enumerar las modifi
-caciones de importancia secundaría que se observan 

en los títulos 4•0, 6.0 y 7.ο, relativas á las falsedades, 
juegos y rifas y á los  delitos  de los empleados  pu.  
blicos en el ejercicio de sus cargos, porque todas 
ellas se fundan en reformas  posteriores  έ  la promul-
gacion del Código peninsular vigente ó en el orga-
nismo social de las Islas Filipinas. Merecen,  no  obs-
tante,  particular atenciou las variantes que serialan 
los artículos 440 y 479 del proyecto, por  rio  existir 
en aquellas provincias españolas ní el matrimonio 
civil ní Jueces municipales; además del art. 467  adi-
cionado  con un párrafo, á fin de que toda persona 
moral ó jurídica legalmente autorizada y represen-
tada pueda querellarse, trat άndοse de  los  delitos de 
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calumnia é injuria. Muchos eran los inconvenientes 
que  podiari producirse  no reconociendo personalidad 
á ciertas personas juridicas ó  entidades  morales que, 
como los Bancos, Ateneos y Sociedades, pueden,  Co.  
mo los particulares, ser injuriados ó calumniados. 
Aunque en rigor, bajo el punto de vista del derecho, 
la inteligencia que debia darse á la palabra parte 
comprende á tnda persona jurídica, y por consi-
guiente  ώ. una entidad cualquiera que constituya 
persona moral, los Tribunales de justicia  podrian 
adoptar otra  interpretation, deduciéndola tal vez de 
la definition de la injuria ó de la creencia de que la 
entidad  moral no sea parte por  no ser persona H-
sica. 

El cap. 3.° del tit. 12 del  libro  2.0, que con el  nue-
vo epígrafe: « Del abandono de nillos y especulacion 
sobre su trabajo» ofrece en sus dos artículos 489 y 
490 dos importantísimas reformas, es la reproduction 
fiel de la vigente ley de 26 de Julio de 1878 que se 
dictó  para  impedir abusos  con los niños de ambos 
segos, que forma  parto  íiitegrante del derecho  co-
run, que la administration de justicia víene  apli-
cando  y que recientemente ha motivado una  circu-
lar de la F ίscalía del Tribunal Supremo. Dicha ley 
ha definido delitos cuyo castigo reclamaba  la  con-
ciencia  pιíblica, y que en este concepto enlace sus 
disposiciories con las del Código penal. 

Trazados á grandes rasgos los fundamentos y  las  
innovaciones que han servido de guía en las tareas 
encaminadas á la redaction del libro 2.0 del proyec-
to, la Comision no puede ménos de observar, corno 

 de pasada, que sí bien el legislador ha de tener en 
cuenta las  costuinbres de  un pais  al acometer  urni 
reforma,  no puede olvidar que las leyes deben pro-
pender á la mejora de los hábitos de los pueblos, 
puesto que, como dice Mr. Lerminier, la influencia 
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de las  byes y de las costumbres ha de ser recíproca. 
La costumbre, cuando descansa sobre  una  base in-
moral, no puede dar origen ní ser fuente del dere-
cho escrito, porque ese ιSltimo término equívaldria 
á la negacion de toda ley de progreso y la  perfecti-
bilidad humana seria una quimera. Hé  aqui por qué, 
á pesar de las costumbres de los indios en los vas-
tos territorios de  las  provincias españolas del Archi-
piélago filipino, no se ha creido cnnveniente estable

-cer  modificaciones  en el proyecto respecto de los de-
litos contra 1a honestidad. Abonan este criterio la 
conducta observada por la primera Comision, al re-
dactar el Código de Cuba y Puerto Rico en 1a parte 
relativa á esos delitos cometidos por los esclavos, y 
la opinion de la Audiencia de Manila en su informe 

 de 1.0 de Febrero de 1882. 
Por  últί mο, rasta que el Gobierno entienda que 

debe cambiar el estado legal que en materia de im-
prenta existe en las Islas Filipinas, la Comision cree 
conveniente mantener el statu quo,  conservando  on 
el proyecto preceptos debidamente relacionados con 
las disposiciones vigentes en las Islas Filipinas. El 
reglamento de 1837, que figura en la «Coleccion de 
Autos acordados,»  no establece para el periodismo 
una situacion legal diversa á la de las Antillas antes 
de aplicarse el Código penal, y sus  preceptos  relati-
vos á la fundacion de periódicos, á la peimlidad y 
responsabilidad, guardan perfecta analogía con los 
que consigna la ley de imprenta del rninisterio Cá-
nοvaθ. 

De todos modos, mientras  on las Islas Filipiiias 
exista la situacion legal que  boy se conserva y los 
Gobiernos se abstengan de toda iniciativa reformis-
ta on la materia, la Comision codificadora ha de in-
clinarse al statu quo, tanto ιη ás,  cuanto  que sí bien 
el Código peninsular carece de la eficacia suficiente 
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para  la represion de muchos delitos cometidos por 
medio de la imprenta, quedan bastantemente am-
parados con la pré νia censura y el reglamento de 
1837 los derechos de un pais que no siente la impe-
riosa necesidad de  una  legíslacion en este punto 
como la reclamada  p01' las Antillas al plantearse e1 
Cό digο penal. A este ό rden de ideas obedece la  su

-presion de algunos artículos del Cό digο de la Perilii·  
sula,  y las modificaciones que indican los artículos 
193 y 442 del proyecto. Gon el texto del primero 
tendrή n debida fuerza  los  resortes sociales, y sin 
quo deje de aplicarse lο que se refiere á policía y á 
o tras represiones, se robustece el principio de auto-
ridad, desaparece lο arbitrario, se ampara el  ejerci-
cio del derecho. El texto del segundo se limita á 
castigar á los que  proclaman con publicidad y es-
cεíndalο doctrinas contrarias á 1a moral ρύblί ca, 
presciridiendo del medio de la imprenta por  1a exis-
te ιn cia de la prévis, censura.  

Las prescripciones del  libro  3•0 del C ό digο penal, 
lejos de ofrecer dificultades, han facilitado la  reali

-zacion del encargo, porque desde larga fecha vienen 
^ιplicándοse como doctrina en Filipinas para la re-
presion de las faltas.  Holgarian y  fueran inútiles 
por  deιυás consideraciones extensas sobre las νa-
ríantes que el proyecto contiene. Baste consignar 
quo la redaccion de muchos artículos ha mejorado 
con las locuciones usadas en el pals, con la penali

-dad que las costumbres aconsejan, con la responsa
-bílidad en que necesariamente incurren los que ejer-

cen funciones en sustitucion de personas que en la 
Peninsula solo podrian desempeñarse mediante  tI-
tub académico, con tipos equitativos respecto de los 
daflos que en la  propiedad se cometan, con la claae 
de ganado que en aquellas provincias existe, y con 
π trαs modificaciones, en fin, quedaiido á. salvo, en 
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todos los casos, las facultades que por las leyes ge 
nerales tienen los Gobernadores y Jefes de provín-
cia para dictar bandos de policía y buen gobierno, 
y para corregir gubernativamente las faltas. 

Para la aplícacínn del Códíg ο penal en el territo-
rio de las Islas Filipinas es absolutamente indis-
pensable una ley provisional que se halle en vigor 
mientras  no se publique el Códígο de procedimien-
tos y la orgánica de Tribunales, porque de  nada ser

-vii'ia la promulgacion de las  byes  penales sin las 
adj etívas que garanticen su desenvolvimiento y efi-
cacia. La Comision codificadora, al redactar en 1879 
la ley provisional que hoy rige en Cuba y Puerto 
Rico, dudó de la bondad de su obra, abrigando el 
temor de que unas cuantas reglas no bastasen á su-
plir la falta de  una  ley complota de Enjuiciamiento 
criminal; pew afortunadamente 1a experiencia ha 
demostrado los ventajosos resultados obtenidos en 
la práctica, facilitando el camino con la adopcíon 
de las mismas bases, salvo  modificaciones  de natu-
raleza  secundaria aconsejadas por las circunstancias 
especiales de las provincias  espafiolas del Archipi& 
lago filipino. 

Era de todo punto  imposibic relacionar una  orga-
nizacion nueva con los fundamentos establecidos en 
la Peninsula,  tratándose de los juicios verbales de 
faltas, porque los Jueces de primera instancia se ha

-han  generalmente lejos de los pueblos en aquellos 
extensos territorios, por la dificultad de nombrar 
Fiscales y Secretarios mέ s ó ménos idóneos; y por-
que, en fin, excepcion hecha de Manila, no existen 
eu las localidades de las Islas Filipinas  ni  Alcaldes ni 
Municipios. Esto  no obstante, ensanchando 1a esfera 
de accion de los olementos allí existentes, y regulari- 
zaudo sus funciones, ha sido fácil resolver el proble-
ma que desde luego surgia al  acometer la reforma. 
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La intervencion que en los juicios verbales de fal-
tas tienen los Gobernadorcillos, la ix:istruccion de las 
diligencias criminales que les compete y la jiirisdic-
cion que dentro de cierta cuantía les corresponde en 
litigios civiles,  proclaman  la conveniencia de que 
estos funcionarios, sin novedad  mayor, entiendaii 
en los asuntos del libro 3.° del Códigο penal fallan-
do los juicios de faltas é imponiendo cousiguiente-
mente en toda su extension la pena de arresto me-
nor. De esta suerte el proyecto se somete al  princi-
pio  de la igualdad, desterrando peligrosas diferen-
cias; conservan los Gobernadorcillos sus atribucio-
nes, ya que su reemplazo presenta una dificultad 
invencible, y al  propio tiempo  se abren las puertas 
de par en par á una organizacion progresiva con el 
nombramiento de Jueces de paz en cada uno  de los 
Juzgados de primera instancia establecidos en Ma-
nila y en todos los  pueblos cabeza de partido, dando 
el proyecto la necesaria latitud  para  el desempefío 
de tales cargos. 

Los Gobernadorcillos, pues, en los demás pueblos, 
cuando  no fuere posible ía eleccion de personas en 
quienes concurra la cualidad de Letrado ó tuvieren 
título académico ó profesional, ejercerán las funcio-
nes de Jueces de paz sin el menor obstáculo á  una 

 jurisdiction que, de circunscribirse á los chinos, 
mestizos ó indígenas, reportaria gravísimos males, 
levantando insuperable vallado al asimilismo, y se 
estableceria el insostenible sistema de fueros, ofre-
niendo contraste con los juicios de faltas que en la 
Peninsula se cometen á Jueces que sin distincion a!-
guna j uzgan y cnndenan a! eclesiástico, al militar y 
al extranjero. 

Otra  reforma de verdadera trascendencia descu-
bren las reglas de esa ley adjetiva: la casacion en 
los juicios criminales. Lα Comísion, reproduciendo 
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textualmente los conceptos que el  distinguido  juris-
consulto D. Manuel Alonso Martinez dejó consigna

-dos en su luminoso informe sobre el Cód ίgo penal 
y la ley provisional de Cuba y Puerto Rico, se halla 
en el caso de manifestar que, bajo el punto de vista 
meramente  cienlifico,  no le era licito dudar de las ven-
tajas de este recurso extraordinario, destinado á  man-
tener  la pureza de la ley y á uniformar la jurispru-
dencia de los Tribunales. Consideraciones políticas de 
un órden muy elevado le recomiendan. No parece, en 
efecto, justo ni prudente, dado el sistema de nsimila -
cion, privar á nuestros hermanos de ITltramar de esa 
suprema garantía de la justicia que en la Fonínsula 
disfrutnmos, y por otra parte, no puede desconocerse 
que la sumision de todos los procesos criminales á la 
alta jurisdiccion del primer Tribunal dcl Reino es una 
rueda más que en el mecanismo general concurre,  con 
otras muchas, á engranar mejor con la 1Vletrópolá á 
nuestras provincias ultramarinas. 

No se detendrá la Comision motivaiido variantes 
que figuran en el proyecto de la ley pro visional que 
se acompaña, porque se explícan  por  sí solas. Debe 
sin embargo notar que aun cuando el recurso de ca-
sacíon se ha introducido en interés do la ley, á fin 
de que  no sea infríugida  ni mal interpretada, armo

-nizando este principio con los intereses de los  par-
ticulares  y la justicia, se establece que cuando el 
Ministerio público ó el acusador privado  interpoii-
gaii recurso de casacíon en causa  por delito á que la 
ley señala pena  correcciorial, empezará á cοntars 
el tiempo de la condena, una vez denegado el recur-
sο, desde la fecha de la notificacion. Este procept& 
tiende claramente á que la pena no se prolongue en 
detrimento del  procesado, siempre que el recurso 
rio  prospere; modification equitativa que bien pue

-dc admitirse, ά  besar del espíritu de la casacíon, 
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cundo de la criminal se excluyeron  pa.ra Cuba y 
Puerto Rico los juicios de faltas, y de la civil se ex-
cluyen en la Península los juicios declarativos de 
meiior cuantía. 

Tales son, Excmo. Sr., los  principios  y funda
-mentos de las reformas más culminantes que se 

han tenido presentes a1 redactar los adjuntos  pro.  
yectos. 

La Cnmision no cree  qiie su obra sea perfecta; 
pero  on cambio se satisface con la pretension de  ha-
ber prestado  un  servicio al  pais  cumpliendo digna 
y celosarnente  una  importante parte de la misiori 
quo le fυé confiada. 

Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 17 de 
Julio de 1884.—Excmo. Sr.—El Presidente, José 
Maria Fernandez de 1a Hoz.—Laureano Figuerola. 
—Salvador de Albacete.—Emilio Bravo.— Augusto 
Comas.—Diego Suarez.—Fernando Vida.—Vicente 
Hernandez de la Rua.—Francisco Loriga Taboada. 
—Ramon Castellote.—Antonio Vazquez  Queipo  .-
El Vocal Secretario, Federico Pons y Montells.-
Excmo. Sr. Ministro de Ultrarnar. 
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